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			PREFACIO

			Este libro ofrece una introducción asequible al Derecho Internacional Público de nuestra época, prestando mucha atención a cuestiones de actualidad y a los asuntos que afectan a España. La propuesta que se hace desde el mismo título es llamar a esta materia Derecho Global. El adjetivo «internacional» se refería en su origen a las relaciones entre estados, mientras que, hoy, otros sujetos intervienen junto a los estados en la escena global. Además, existen retos y objetivos globales compartidos por todos, que requieren regulación jurídica, lo que justifica la expresión Derecho Global.

			El Derecho Internacional Público es una disciplina obligatoria en el Grado de Derecho. Ante todo, este libro puede ser utilizado como manual universitario que se adapta a las exigencias del Espacio Europeo de Educación Superior, pues contiene una introducción sintética y con dimensión práctica. Pero el conocimiento básico del Derecho Internacional es también necesario para economistas, historiadores, periodistas, sociólogos, politólogos y en general para cualquier persona interesada en las relaciones internacionales. Todos ellos pueden encontrar en este libro una guía actualizada de ese Derecho Global.

			En la elaboración del texto, el autor ha tenido en cuenta su experiencia docente en diversas Universidades públicas y privadas, de España y en otros países, pero ha aprovechado asimismo su experiencia en la Unión Europea y en el Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación para añadir una necesaria dosis de realismo. El Derecho Global no puede entenderse como un conjunto de normas formales que se impone a la realidad, sino que es más bien un proceso dinámico en el que las normas internacionales se aplican y, al mismo tiempo, se discuten y se modifican sin cesar.

			El libro se divide en cinco apartados. Primero, los grandes principios constitucionales que rigen la nueva etapa global desde 1990, entre los que se hallan la prohibición del uso de la fuerza armada, los derechos humanos, las normas que regulan la economía mundial, y la protección del medio ambiente. Segundo, se examinan los sujetos y las instituciones globales, comenzando por el estado, la Unión Europea, la ONU y otras organizaciones internacionales, sin olvidar sujetos como las empresas multinacionales, las ONG o los individuos. Al introducir el estado, es importante hacer referencia a la acción exterior de España. Tercero, la creación del Derecho Internacional se estudia a través de los tratados, costumbres y otros modos de elaboración de normas, como la codificación o las resoluciones de las organizaciones internacionales. Cuarto, se analizan los sistemas para la aplicación del Derecho Global, que se dividen en métodos centralizados, como las sanciones que impone el Consejo de Seguridad o las decisiones de la Corte Internacional de Justicia, y descentralizados, con instituciones como la responsabilidad internacional de los estados, o la protección de los ciudadanos en el extranjero. Por último, se consideran los diversos espacios que regula el Derecho Internacional: el espacio terrestre, el mar, el espacio aéreo y el ultraterrestre, haciendo mención a ciertas controversias territoriales, como Sáhara Occidental, Gibraltar y Ceuta y Melilla, y a aprovechamientos económicos de los espacios, como la pesca en el mar.

			El orden global del momento presente es mucho más avanzado que el de etapas anteriores. Hoy la cooperación domina sobre el enfrentamiento. El Derecho Global ha expandido y reforzado los sectores clásicos del Derecho Internacional (tratados, diplomacia, Derecho Humanitario, Derecho del Mar, etc.), y ha encontrado nuevos campos de regulación, como la protección del medio ambiente, la ayuda al desarrollo, el mantenimiento de la paz, las telecomunicaciones o el espacio ultraterrestre. Desde la década de 1990, se han producido nuevos consensos políticos globales, que han permitido la resolución de controversias, la reactivación de organizaciones internacionales, la creación de otras, como la OMC, la Corte Penal Internacional o el G-20. Sin embargo, queda mucho por hacer, porque la violencia sigue presente en las relaciones internacionales, los abusos de los derechos humanos siguen ocurriendo, las crisis financieras y de recursos pueden reproducirse, y grandes retos de futuro, como el cambio climático, siguen sin resolverse. Con el mismo espíritu de superación que ha presidido la evolución del Derecho Internacional en las últimas décadas, la tarea ahora es hacer avanzar los principios y normas que rigen las relaciones globales, para asegurar una gestión más humana y racional de los desafíos que tenemos por delante.

			A lo largo de una carrera académica y profesional se contraen ineludibles deudas de gratitud; en mi caso, con muchos compañeros de las Universidades Autónoma de Madrid, Salamanca, Oxford, IE University, Universidad de Deusto, y Complutense de Madrid. Esa gratitud se extiende a los alumnos de Grado y de Master, que han sabido mantener un debate enriquecedor. Los colegas en el Instituto de la Unión Europea en París y en el Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación ayudaron a comprender mejor la complejidad de este apasionante mundo de las relaciones globales. En la Universidad Complutense de Madrid, mi actual centro de trabajo, siempre conté con una afectuosa acogida. En fin, no puedo dejar de manifestar mi agradecimiento y admiración a grandes maestros que me han ayudado a lo largo de los años: José Carlos Fernández Rozas, José Antonio Pastor Ridruejo, Antonio Remiro Brotons, y Luis Ignacio Sánchez Rodríguez.

			Los posibles aciertos y desaciertos de esta obra corresponden, no obstante, solo al autor. A la hora de publicar un manual académico con una visión comprensiva de la materia, la ventaja es que se trata de una tarea en curso. La obra debe confrontarse con el mundo universitario, con la realidad internacional y con desarrollos normativos. El reto será mantenerla viva y mejorarla en sucesivas ediciones.

		

	
		
			TEMA 1

			DEL DERECHO INTERNACIONAL PÚBLICO AL DERECHO GLOBAL

			SUMARIO: 1. EVOLUCIÓN HISTÓRICA DEL DERECHO INTERNACIONAL. 2. UNA CONSTITUCIÓN GLOBAL INCIPIENTE. 3. LAS FUNCIONES DEL DERECHO GLOBAL.

			1. EVOLUCIÓN HISTÓRICA DEL DERECHO INTERNACIONAL

			El Derecho Internacional Público es el sistema de normas jurídicas internacionales que regula las relaciones políticas globales. Durante mucho tiempo, las únicas comunidades políticas en el mundo fueron los estados, y los intercambios entre ellos dieron lugar a las relaciones inter-nacionales (entre estados), reguladas por un Derecho Internacional clásico, con escaso contenido. En este tema veremos cómo esa situación se ha transformado en las últimas décadas. Hoy existe una comunidad global, en la que intervienen los estados, junto con organizaciones internacionales y otros sujetos, incluidos los individuos, y esa comunidad está regulada por un Derecho Global.

			Como introducción a su estudio, vamos a distinguir tres etapas de su evolución histórica: A) el Derecho Internacional clásico, que va desde la Edad Moderna a la Segunda Guerra Mundial; B) el Derecho Internacional de Naciones Unidas, que abarca desde la Carta de Naciones Unidas firmada en San Francisco en 1945, hasta el fin de la guerra fría; y C) el Derecho Global, el ordenamiento vigente que, sobre la base de los anteriores, se desarrolla desde 1990 hasta nuestros días.

			A) Una lucha brutal por el poder y la influencia entre las comunidades políticas se ha venido produciendo desde la Antigüedad. Las relaciones de paz se alternaban sin interrupción con largas guerras que provocaban caos y destrucción. En la Europa medieval, cuando aparecen los primeros estados cristianos, se viven guerras incesantes entre ellos y también con el Imperio y el Papado. Todos estos, a su vez, se oponen violentamente al mundo musulmán, vecino en el sur. La religión es la que establece vínculos «internacionales» en Europa entre esas entidades políticas incipientes, pero también la que fundamenta el odio y la rivalidad con otras religiones. Fuera de estos ámbitos de lucha, se sitúa el mundo bárbaro.

			Tras las expediciones de Cristóbal Colón, el tráfico con América se desarrolló muy rápidamente y, tan pronto como en 1522, una expedición española completó la primera vuelta al mundo, partiendo con cinco barcos y 234 tripulantes y volviendo con una sola nave y 18 tripulantes, al mando de Juan Sebastián Elcano. En España, la nueva realidad descubierta en América planteó una serie de cuestiones jurídicas, religiosas y morales que dieron lugar al surgimiento del Derecho Internacional clásico. Algunos expertos sostuvieron que los indígenas eran inferiores a los europeos por lo que estaba justificado hacerles esclavos. Otros alegaron que los habitantes de esas tierras eran seres humanos que habían estado apartados del resto del mundo, y tenían sus derechos. Una figura clave en este debate fue Francisco de Vitoria (1483-1546), profesor en la Universidad de Salamanca. Su aportación más relevante fue la consideración de los indios recién hallados como hombres racionales, con derechos sobre sus territorios, sus familias y sus cosas. Dios y la naturaleza no han abandonado a esos bárbaros en lo principal, argumentaba, que es la razón. Vitoria afirmó que todo el orbe (totus orbis) era en cierto modo una república o comunidad, ya que las razas y culturas eran diferentes manifestaciones de la misma naturaleza humana. El ius gentium se definía, por tanto, como las disposiciones que regulan las relaciones entre naciones y entre nacionales y extranjeros, que pueden provenir del Derecho Natural o del «consentimiento de la mayor parte del orbe, sobre todo si está encaminado al bien común», como la inviolabilidad de los embajadores, el uso común de los mares, la posibilidad de viajar libremente, o la esclavitud de los prisioneros de guerra.

			En el Renacimiento hallaron su expresión dos concepciones de las relaciones internacionales que marcan la Edad Moderna y tienen su continuidad hasta hoy: la estatista, representada por Nicolás Maquiavelo (1469-1527), y la universalista, expuesta por Vitoria. Maquiavelo estaba preocupado por el bien de una única república cuyo príncipe debe esforzarse por todos los medios para conseguir ventajas frente a otros estados, incluso por medio de la guerra. Por el contrario, Vitoria puso el acento en el individuo y sus derechos naturales por encima del poder de su estado, del emperador e, incluso, del Papa. La influencia de Vitoria y de otros autores españoles dio lugar a una legislación protectora de los indígenas muy avanzada para su tiempo, las Leyes Nuevas de 1542, que tampoco pudieron ser respetadas en la práctica. La vasta extensión de América y las ansias de riqueza de los conquistadores produjeron acontecimientos que no podían ser controlados desde Europa. Vitoria y otros pensadores y activistas españoles fueron adelantados a su tiempo ya que sus aportaciones fueron el preludio de una concepción más humana del orden global que solo en el momento presente ha encontrado un campo adecuado para su realización.

			Además de esta aportación universalista, el Derecho Internacional clásico contiene también el origen de otros sectores. La obligatoriedad de los tratados (pacta sunt servanda), la inviolabilidad de los embajadores, ciertas reglas de caballería en la conducción de la guerra o la libertad de los mares fueron gradualmente normas aceptadas y desarrolladas en esta época. Francisco Suárez (1548-1617) agrupó esas normas bajo la denominación de ius inter gentes que se distinguía del ius intra gentes, o derecho de cada estado. Hugo Grocio (1583-1645) fue un autor holandés también muy importante en el origen del Derecho Internacional clásico, que acentuó la libertad de la navegación y del comercio en el mar, y detalló las causas justas para ir a la guerra y las reglas que debían respetarse durante las hostilidades, provenientes del Derecho Natural.

			A estos autores les sucedieron dos avances muy importantes del Derecho Internacional. El primero fue la Paz de Westfalia de 1648, porque consolidó el principio de la independencia de los estados soberanos, negando derechos superiores al Imperio o al Papado. Cada estado europeo podía organizarse como estimara conveniente y nadie desde el exterior tenía facultades para imponer religión o régimen político. En el siglo siguiente se produce otro avance relevante: la alteración del fundamento del Derecho Internacional. El Siglo de las Luces supone el triunfo de la razón sobre el dogma, lo que en este campo significa que, en lugar de fijar la base del Derecho Internacional en la Ley Divina o en el Derecho Natural, los estados y los expertos trasladan el origen de su obligatoriedad a la voluntad explícitamente manifestada por los estados. Los llamados positivistas explican que el derecho aplicable entre los estados se justifica en el acuerdo expreso y no en normas abstractas, y por lo tanto inciertas, supuestamente provenientes de la naturaleza o de la religión.

			Ahora bien, en esta larga etapa persisten dos grandes problemas. Un rasgo fundamental del derecho inter gentes es que estaba pensado exclusivamente para los países europeos. El resto del mundo era básicamente tierra de nadie (terra nullius) donde los estados civilizados de Europa podían adquirir territorio y expandir su influencia sin tener en cuenta los deseos de las comunidades humanas más o menos avanzadas que se encontraban allí. Hasta el siglo XIX los europeos se dividieron el mundo, sometieron y colonizaron a otros pueblos y explotaron sus recursos, con el beneplácito del Derecho Internacional de la época. Otro rasgo negativo era que dentro del derecho se distinguía entre reglas para el tiempo de paz y reglas para el tiempo de guerra, ya que la guerra no estaba prohibida. La fuerza armada era una forma más de conducir las relaciones entre estados. En su obra De la guerra (1832) Carl von Clausewitz, un militar prusiano impresionado por las campañas de Napoleón, definió la guerra como la continuación de la política por otros medios.

			Esta etapa del Derecho Internacional clásico termina con una primera mitad del siglo XX desastrosa, cuando se vivió un periodo convulso y se sufrieron dos guerras mundiales. Las guerras habían sido provocadas hasta entonces por motivos religiosos, por simple odio entre los pueblos, para conquistar territorio o por razones económicas. En el siglo XIX se introducen también las guerras ideológicas, entre los partidarios del antiguo régimen y los revolucionarios que acariciaban ideas democráticas o buscaban la liberación nacional. La primera guerra mundial tiene todavía un fuerte componente territorial, mientras que la segunda adquiere una clara dimensión ideológica. El fascismo de las potencias del Eje era una forma de entender el mundo y las relaciones entre estados que despertó el fuerte rechazo de los países democráticos, encabezados por Estados Unidos. Por tanto, la segunda guerra mundial fue un enfrentamiento total, en el que se jugaba el tipo de orden que iba a establecerse en el mundo.

			B) Afortunadamente, el avance hacia un mundo más libre y más seguro fue posible tras la segunda guerra mundial, y esto siempre habrá que agradecerlo a la lucha titánica que llevaron a cabo Estados Unidos y sus Aliados. La nueva etapa en la evolución del Derecho Internacional se inició con la firma de la Carta de Naciones Unidas en San Francisco en 1945. El Derecho Internacional de Naciones Unidas se fundamenta sobre un avance muy importante: la prohibición de la guerra de conquista. La adquisición de territorio por medio de la guerra fue una práctica dañina durante siglos que habían querido continuar los estados fascistas antes de la guerra mundial. La Carta prohibió formalmente el uso de la fuerza armada en las relaciones internacionales, salvo algunas excepciones justificadas. A partir de ese pacto mundial, todas las controversias entre estados debían ser resueltas por medios pacíficos. Sobre dicha base, en los años sucesivos, apareció el concepto de derechos humanos en la Declaración Universal de 1948, se lanzó el proceso histórico de la descolonización, se produjo una creciente institucionalización de la sociedad internacional, con la creación de organizaciones internacionales, y se inició la integración regional entre vecinos en Europa.

			Tales adelantos del Derecho Internacional en la etapa de Naciones Unidas tuvieron que abrirse paso frente a grandes obstáculos. Es importante destacar las dificultades a lo largo de este periodo para diferenciarlo de la etapa global que viene a continuación. La profunda escisión ideológica entre Aliados durante la guerra mundial dio lugar a una falta de entendimiento poco después. El fascismo, una de las tres grandes ideologías políticas del siglo XX, fue derrotado en la guerra, pero la asociación temporal que se había producido entre las otras dos grandes ideologías, democracia y comunismo, iba a resquebrajarse. Entre 1945 y 1989 se produjo una guerra fría, que consistió en un cruel enfrentamiento entre los estados que se regían democráticamente y los de sistema comunista, que impidió el desarrollo ulterior del Derecho Internacional en esas décadas.

			La guerra fría y la descolonización dieron lugar a una división del mundo en tres grandes bloques. Estados Unidos y la Unión Soviética eran las dos superpotencias y cada uno mantenía su respectivo círculo de influencia, cuyos estados se clasificaban como primer y segundo mundo. Junto a estos bloques surge el tercer mundo con muchos nuevos países emergidos de la descolonización en África y Asia. Este tercer mundo tiene su propia agenda de reafirmación nacional y desarrollo, que explota en Naciones Unidas, donde disfruta de una mayoría numérica. La diferente forma de ser de estos tres bloques imposibilita la adopción de grandes acuerdos globales y el Derecho Internacional avanza con extrema dificultad.

			Los efectos negativos de la guerra fría fueron visibles en tres áreas. En primer lugar, los vetos repetidos de Estados Unidos y de la URSS impiden un funcionamiento normal del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, que no pudo ejercer la función prevista en la Carta de mantener la paz. Segundo, los conflictos locales, muchos de ellos en el tercer mundo, empeoraron por la intervención de las grandes potencias, que tomaron partido por diferentes facciones en lucha. La guerra fría nunca llegó a ser directa o caliente, pero en muchas regiones las guerras locales eran luchas a través de actores interpuestos. En este ambiente de intervencionismo, era muy difícil para los pequeños y medianos estados disfrutar de una verdadera independencia, y otros principios como el respeto de los derechos humanos también sufrían porque se anteponía el choque estratégico a esos derechos. La tercera consecuencia negativa de la guerra fría fue una terrible carrera de armamentos nucleares y convencionales. En concreto, la acumulación de arsenales nucleares y de sus medios de lanzamiento por parte de Estados Unidos y la Unión Soviética fue sin duda excesiva.

			C) La última etapa de desarrollo del Derecho Internacional comienza en 1990 y continúa hasta nuestros días, y permite hablar de la aparición de un Derecho Global. El hecho distintivo que marca el inicio de esta etapa histórica fue la caída del Muro de Berlín en 1989, que simbolizó el desmoronamiento del comunismo. A partir de ese momento el enfrentamiento estratégico entre las dos superpotencias dejó de tener sentido, y surgen nuevos parámetros para explicar las relaciones internacionales. Lo más importante para entender el mundo actual es la aparición de un nuevo consenso entre grandes potencias que permite establecer acuerdos globales y avances importantes del derecho. Al comienzo de esta etapa, un pensador norteamericano, Francis Fukuyama, publicó su trabajo titulado el fin de la historia. La idea central era que la democracia constitucional como sistema político y el capitalismo moderno como sistema económico habían sido aceptados por todo el mundo. Otros experimentos históricos fallidos demostraban que no había alternativas creíbles a tales sistemas. Fukuyama recordó que la situación alcanzada en los países democráticos avanzados era deseada por todos: sus ciudadanos habían alcanzado el estado máximo de libertad, podían cubrir sus necesidades económicas, y escapar a la dominación de los otros a través de sistemas que garantizan su dignidad. Más allá del debate ideológico, el hecho es que desde la década de 1990 comenzó a producirse un fenómeno palpable de globalización. En todo el mundo se observó una proliferación de las comunicaciones, un fuerte aumento del comercio internacional, la expansión de la ciencia y la tecnología, y una cierta homogeneización de la cultura y las sociedades. Un rasgo muy importante de esta época es el ascenso de las potencias emergentes, que participan de lleno en los intercambios internacionales. Ya no puede hablarse de primer, segundo y tercer mundos, con visiones políticas opuestas, sino de países de renta alta, mundo emergente, y olvidados de la globalización, todos ellos compartiendo nociones básicas sobre la política y las relaciones internacionales.

			En ese mundo globalizado, importa destacar aquí el avance del Derecho Internacional. El nuevo consenso global ha permitido la aparición de principios y acuerdos que antes se antojaban imposibles. Numerosos índices internacionales dan cuenta de dicho consenso: por ejemplo, el número de tratados suscritos, o la creación de nuevas organizaciones internacionales. La cooperación, la diplomacia y la interdependencia han sustituido en general a los enfrentamientos. Una constatación de esta nueva etapa fue la Declaración del Milenio adoptada por Naciones Unidas en el año 2000, en la que todos los estados del mundo suscribieron los valores de la democracia, los derechos humanos, el libre comercio o el desarrollo, como guías de su acción.

			Los cambios ocurridos en el Derecho Internacional desde 1990 con respecto a la etapa anterior son muy relevantes, y merece la pena mencionarlos en una breve lista.

			— Reactivación del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas al abandonarse la práctica del veto. Adopción de medidas desde la acción armada contra Saddam Hussein en 1991, a numerosas sanciones.

			— Reversión de la carrera de armamentos nucleares de la guerra fría, con una reducción de los arsenales nucleares desde los años 1990, y acuerdos para limitación de armas convencionales.

			— Actividad concertada de instituciones internacionales, actores locales y externos para traer paz y estabilidad a regiones como América Central, Oriente Medio, el Sudeste Asiático y los Balcanes.

			— Considerable aumento de la gestión de crisis y de las operaciones de mantenimiento de la paz en muchos conflictos.

			— Expansión de la democracia en el mundo y realización de numerosas transiciones desde regímenes autoritarios en Europa, Iberoamérica y otros lugares, más recientemente en países árabes.

			— En el nivel regional, creación de la Unión Europea tras el Tratado de Maastricht, unión monetaria (para muchos de sus miembros), y avances hacia unión política con dimensiones exterior y de seguridad. Otras regiones también desarrollan procesos de acercamiento e institucionalización.

			— Gran expansión del comercio mundial y transformación del GATT en la Organización Mundial del Comercio en 1995.

			— Concienciación creciente de los problemas medioambientales y adopción del Protocolo de Kyoto en 1997.

			— Mayor sensibilidad frente al problema del respeto de los derechos humanos y mayor control de su respeto, incluido el Estatuto de Roma para la creación de una Corte Penal Internacional en 1998. Creación del Consejo de Derechos Humanos en la cumbre del 60 aniversario de Naciones Unidas en 2005.

			— Mayor conciencia del problema del desarrollo y adopción de los Objetivos del Milenio en la cumbre de Naciones Unidas de 2000. Papel creciente de las Organizaciones No Gubernamentales en estas cuestiones.

			— Acción concertada para la lucha contra el terrorismo y contra la proliferación de armas de destrucción masiva desde los atentados terroristas del 11 de septiembre de 2001.

			— Reacción colectiva frente a la crisis financiera y económica que estalló en 2008 con el rápido establecimiento del G-20 como directorio mundial en estos asuntos.

			— Gran aumento de organizaciones internacionales, regímenes y foros multilaterales sobre las más diversas cuestiones.

			— Aparición de nuevos sectores de regulación que también forman parte del Derecho Internacional: Derecho del Medio Ambiente, Derecho del Espacio, de las Telecomunicaciones, etc.

			Evidentemente, estos avances no significan que los problemas del mundo se han resuelto ni mucho menos, ya que perviven conflictos locales, guerras, violencia y atentados contra las personas, así como importantes retos y desafíos globales. Sin embargo, es posible afirmar que la situación internacional es mejor que las vividas anteriormente. Aunque todavía se trata de un periodo breve, se ha observado una notable expansión de contenidos del nuevo Derecho Global.

			En la etapa del Derecho Internacional clásico, surgió esa denominación. Un experto inglés, William Blackstone, describió este derecho como law of nations en un manual de 1769. Un discípulo suyo en Oxford, Jeremy Bentham, no estuvo muy de acuerdo con tal nombre y sugirió otro que a su juicio era más adecuado. En 1789, Bentham publicó Introduction to the Principles of Morals and Legislation donde propuso por primera vez el término «internacional» que implica un carácter inter-estatal. Unos años más tarde, en 1798, el mismo Bentham escribió Principles of International Law, donde, con unas propuestas utópicas para la época, sugirió que la paz en el mundo solo podía conseguirse con una asociación entre los países europeos que garantizase el libre comercio, el abandono de las colonias y una reducción en el gasto de armamentos. Al igual que ocurrió con las propuestas de Vitoria, hubo que esperar a nuestra época global para ver realizadas esas esperanzas.

			Desde 1789 cuando se inventó el término han pasado más de dos siglos y la realidad histórica se ha transmutado. El término «internacional» como reflejo de lo interestatal ya no da cuenta de la complejidad de un mundo en el que, además de los estados, participan otros sujetos y actores, incluso ciudadanos a título individual. Este derecho se aplica a una problemática muy compleja que incluye retos y objetivos verdaderamente compartidos por todo el mundo. Así, la protección del medio ambiente es un desafío que supera las capacidades de los estados y que debe implicar por igual desde empresas a entidades locales. Por todo ello, una denominación más ajustada del Derecho Internacional para el momento presente es Derecho Global. En todo caso, por motivos pedagógicos, en este libro seguiremos utilizando indistintamente las expresiones Derecho Global y Derecho Internacional Público, que es el nombre oficial de la disciplina en el Grado de Derecho y en otros estudios universitarios.

			2. UNA CONSTITUCIÓN GLOBAL INCIPIENTE

			Al comenzar este tema dijimos que el Derecho Global es el sistema de normas jurídicas internacionales que regula las relaciones políticas globales. La definición como sistema significa que esas normas están interconectadas y se complementan entre sí, son coherentes y están orientadas a cumplir unos fines determinados. En el pasado, el Derecho Internacional era un conjunto de normas, producto de la acumulación histórica, pero no un sistema. Algunas normas que surgían contradecían a las anteriores, por lo que había problemas de coherencia. Los desarrollos de las últimas décadas permiten hablar de un sistema de Derecho Internacional, que está destinado a cumplir unos objetivos globales.

			¿Qué explica esa coherencia y esa unidad del Derecho Global? Estos rasgos se producen porque existe una constitución global en sentido material, que actualmente está en curso de consolidación. La constitución de un estado contiene los principios y reglas fundamentales que rigen la vida política y jurídica de ese estado, de los que se desprende el derecho estatal. Por analogía, podemos definir la constitución global como los principios y reglas fundamentales que rigen la vida política y jurídica de la comunidad global, de los cuales emana el Derecho Global. Esta constitución global tiene tres rasgos destacables. Primero, aunque la Carta de Naciones Unidas es un antecedente relevante y contiene principios válidos hasta la actualidad, la constitución global solo se ha desarrollado en la etapa contemporánea desde 1990, cuando se ha producido un consenso sobre cuestiones fundamentales. Por tanto, es una constitución incipiente. En segundo lugar, los principios y reglas globales no están reflejados en un texto único y solemne, sino que conforman una serie de amplios enunciados normativos producidos por los estados en textos diversos, de importancia esencial para la comunidad internacional. Por tanto, la constitución global es no escrita, y sus perfiles son a veces vagos y discutidos. En tercer lugar, la constitución global es dinámica, ya que evoluciona continuamente con el tiempo, y hoy sigue sometida a fuertes evoluciones.

			En el ámbito internacional no existen los rasgos de las sociedades estatales que han permitido durante los dos últimos siglos la elaboración de constituciones escritas y el gobierno constitucional que incluye el estado de derecho. En particular, no existe un demos único, sino los pueblos de los diversos estados. En el ámbito europeo tampoco puede hablarse de constitución en sentido formal. Conocemos las dificultades para aprobar un proyecto de Tratado Constitucional en el seno de la Unión Europea, a partir de la negativa de Francia y Holanda, que condujeron a la elaboración del Tratado de Lisboa en 2007, con el consiguiente abandono del término «constitución» y del adjetivo «constitucional». No obstante, la idea de constitución puede utilizarse por analogía y de manera limitada en el ámbito global, teniendo en cuenta que se usa en su sentido material, es decir, no para referirse a un texto formal acordado por la comunidad internacional sino para calificar al conjunto de las reglas más importantes, escritas y no escritas, que rigen el orden global.

			Hemos de recordar que algunos estados no tienen una constitución escrita, es decir, un texto solemne que representa la cúspide del sistema político y jurídico. En esos casos, la constitución en sentido material designa los principios y normas que revisten una importancia básica para la organización política y jurídica del estado, aunque no aparezcan en un texto singular. Este es el caso de Canadá, Israel, Nueva Zelanda o el Reino Unido, que mantienen una intensa actividad democrática en su interior y disfrutan de un sistema jurídico eficiente, aunque ninguno de ellos disponga de una constitución donde se compilen las disposiciones más importantes de la vida pública. En el orden internacional, los principios y normas que pueden adjetivarse como constitucionales no están recogidos en un único texto solemne, sino que tienen diversos orígenes y formas, siempre suscritos por los estados.

			Asimismo, hay que tener en cuenta que toda constitución, en sentido formal o material, tiene una doble naturaleza política y jurídica, porque se sitúa en la misma articulación o engranaje que une estas dos parcelas de la vida social. En el acto constituyente, las constituciones escritas concretan en un momento preciso en el tiempo esos grandes acuerdos políticos y jurídicos, que luego pueden cambiar a través de los procesos de reforma. Las constituciones no escritas representan también ese gran «contrato» pero su contenido es más flexible, lo que les permite evolucionar fácilmente de una manera dinámica, y este carácter dinámico es especialmente acusado en el orden global.

			En las constituciones estatales observamos acuerdos básicos sobre los principios y valores fundamentales en los que se basa la convivencia política. El hecho de consagrar estos principios no supone la eliminación de intereses particulares o de grupos, ni de conflictos ideológicos, sociales y políticos, sino la definición de un espacio común de encuentro entre los miembros de una sociedad. Estos principios están normalmente recogidos en la parte programática de las constituciones escritas. La constitución fija también el funcionamiento institucional del estado a través de la definición de unos órganos y de las competencias que les corresponden. Los poderes legislativo, ejecutivo y judicial van interpretando y ejecutando los principios dentro del marco definido por la constitución. Este entramado institucional está descrito en la parte orgánica. Sobre la base de los dos rasgos iniciales (principios e instituciones), la constitución también define las normas fundamentales sobre la creación y la aplicación del derecho. Las constituciones contemporáneas consagran el estado de derecho o imperio del derecho como un valor esencial del constitucionalismo. Esta idea significa que el poder atribuido constitucionalmente no puede actuar de forma arbitraria, sino de acuerdo al derecho, que debe respetar a su vez los principios constitucionales. Por último, hoy en día, se halla también muy extendida la división territorial del poder dentro de los estados, que permite una administración más ágil y reconoce los deseos de autonomía de algunas comunidades dentro de los estados. La división territorial del poder político establece diversas competencias y niveles decisorios.

			Los rasgos propios de la constitución global son diferentes a los reseñados, pero puede conservarse por analogía el mismo esquema. Es obvio, para empezar, que existe un conjunto de principios y valores reconocidos por los estados y los demás sujetos internacionales como base ineludible de la convivencia global. Estos principios están recogidos en los artículos 1 y 2 de la Carta de Naciones Unidas. En la etapa global los principios han seguido evolucionando y, en el momento presente, conforman un conjunto coherente de grandes normas políticas y jurídicas para regir la vida internacional, como se demuestra por ejemplo en la Declaración del Milenio del año 2000. Entre los principios fundamentales se incluyen la prohibición del uso de la fuerza armada entre los estados, la solución pacífica de las controversias, y el respeto de los derechos humanos. Además, se aprecian otros principios constitucionales más modernos, como la protección del medio ambiente planetario o el libre comercio.

			En segundo lugar, en el orden global existe una definición clara de las instituciones que actúan en la escena internacional y de las competencias que cada una tiene. Los estados continúan siendo los actores clave de las relaciones internacionales y las unidades de legitimidad política, pero sus capacidades de acción exterior e interior se encuentran (cada vez más) definidas por el orden internacional y limitadas por el derecho. También hay organizaciones internacionales, empezando por Naciones Unidas, con competencias muy ambiciosas, sobre todo por la acción del Consejo de Seguridad. Al mismo tiempo, adquieren una gran importancia las organizaciones y acuerdos regionales con sus ámbitos de competencias propios, entre los que hay que destacar a la Unión Europea. Por último, y cada vez más relevante, hay otros sujetos como las organizaciones no gubernamentales, las empresas multinacionales e incluso los propios individuos que desempeñan un papel creciente en el orden global, y que también actúan dentro del marco de la constitución y del Derecho Global.

			En tercer término, las reglas básicas que definen la creación y la aplicación del derecho, están presentes también en el orden constitucional global. Aunque existen reglas bastante precisas sobre su creación y aplicación (sanciones, responsabilidad internacional, protección diplomática, etc.), la crítica más generalizada al Derecho Internacional sigue siendo la ausencia de mecanismos independientes para exigir su cumplimiento. En este sentido, hay que aceptar que la obligatoriedad de las normas jurídicas internacionales debe entenderse de manera distinta a la obligatoriedad de las normas jurídicas dentro de los estados. No obstante, aquellas normas son también de obligado cumpliento de acuerdo con el sistema internacional. El Derecho Global contiene mecanismos de aplicación de sus normas, centralizados en instituciones concretas, o descentralizados, cuando la ejecución es responsabilidad de los estados. El hecho de que no exista una jurisdicción única ni una fuerza permanente de policía global no impide que otros mecanismos ejerzan una presión efectiva que conduce al cumplimiento del Derecho Global en muchos casos.

			Por último, y en relación con todo lo anterior, la constitución global prevé un conjunto bastante elaborado de reglas sobre la atribución de competencias en los espacios, en particular en los espacios de uso común como el mar y el espacio ultraterrestre. La regulación de los espacios era un área clásica del Derecho Internacional, que se dedicaba a repartir capacidades estatales, pero en el momento actual las normas constitucionales intentan asegurar además una utilización de acuerdo con los principios, pacífica, racional y sostenible, incluso de aquellos espacios que son de soberanía estatal. Asimismo, el Derecho Global ha comenzado a ocuparse de áreas antes no utilizadas por el hombre, como los fondos marinos o el espacio ultraterrestre.

			La analogía constitucional que hemos elaborado hasta aquí permite comprender la unidad y la coherencia del Derecho Internacional, y también permite ordenar el estudio de las diversas materias del Derecho Global. De manera que los temas sucesivos se distribuyen en los cinco siguientes apartados:

			I) Principios.

			II) Sujetos e instituciones.

			III) Creación del Derecho Global.

			IV) Aplicación del Derecho Global.

			V) Regulación de los espacios.

			Esta organización de la materia se basa en la idea de constitución y está adaptada al momento actual, a diferencia de planes anteriores, que daban cuenta del Derecho Internacional como una acumulación de normas, más que como un sistema. Hace un siglo, por ejemplo, era muy frecuente explicar el Derecho Internacional clásico dividido en dos partes: Derecho de la paz y Derecho de la guerra. Durante la etapa de Naciones Unidas los manuales de Derecho Internacional diferenciaban entre fuentes (medios de creación), sujetos (sobre todo los estados), y algunas cuestiones relativas a la aplicación (órganos jurisdiccionales, responsabilidad internacional, protección diplomática), entre las que se abrían paso tímidamente cuestiones relativas a las funciones de Naciones Unidas, como la prohibición del uso de la fuerza. También se dividía el estudio entre Derecho Internacional Público, por un lado, y Organizaciones Internacionales, por otro. Ninguno de estos esquemas ayuda a comprender claramente que todos los aspectos del Derecho Global están conectados, dependen de unos grandes principios ordenadores y guardan una coherencia interna.

			3. LAS FUNCIONES DEL DERECHO GLOBAL

			El Derecho Global cumple muy importantes funciones en el mundo de hoy, pues contribuye a ordenar y hacer más seguras y predecibles las relaciones entre los estados y otros sujetos internacionales. Esas relaciones no se conducen según la ley de la selva, según la cual el fuerte domina al débil, sino que se rigen por principios y valores aceptados por todos los actores, porque incluso los más poderosos comprenden que esa forma de regular la vida internacional es beneficiosa en el largo plazo y permite realizar fines globales. Las funciones que lleva a cabo hoy el Derecho Global son producto de una evolución, que va a continuar en el futuro. El Derecho Global es una tarea inacabada. Los fines que lleva a cabo hoy el Derecho Internacional son más avanzados que los que perseguía siglos atrás y, previsiblemente, en el futuro llevará a cabo objetivos más ambiciosos.

			Los estudiantes que se acercan a esta materia por primera vez hacen juicios críticos sobre las normas de Derecho Internacional. Esto es positivo porque refleja un deseo de mejorar ese derecho. Las críticas solo pueden entenderse si hacemos una comparación con situaciones del pasado. Venimos de un mundo más violento y menos humano. En la actualidad disfrutamos de un orden internacional más racional, y las normas del Derecho Global son más justas que en el pasado. Ese progreso se ha producido gracias a las reclamaciones de generaciones anteriores. Las críticas, por tanto, son buenas porque demuestran una insatisfacción con la situación actual y un deseo de mejora. Bien canalizadas, esas demandas permitirán al Derecho Global seguir progresando.

			Durante mucho tiempo, el Derecho Internacional tenía como objetivo principal la mera coordinación entre estados, que hacían gala de una soberanía absoluta. El derecho era simplemente el mínimo común denominador de reglas aceptables para todos. Por tanto, las normas eran escasas y su obligatoriedad dependía de la voluntad de los estados en cada caso. En el momento presente, el Derecho Global cumple funciones mucho más amplias e incluso limita el poder de los estados en muchos casos. Entre esas funciones, se encuentra la de perseguir objetivos globales queridos por los sujetos internacionales. Los fines de este derecho no vienen impuestos desde fuera, sino que son producto de las demandas sociales de los ciudadanos y de la evolución del pensamiento, que conducen a tomas de posición por parte de los estados, que se acuerdan entre ellos y con otros sujetos internacionales para elaborar los principios fundamentales. En otras palabras, los fines del Derecho Global dependen de la voluntad de la comunidad internacional en cada momento, que queda reflejada en los principios de la constitución global.

			Las funciones actuales del Derecho Global pueden formularse de varias maneras. Ante todo, cumple una función regulatoria básica, que consiste en introducir seguridad jurídica y previsibilidad en las transacciones internacionales. Esta misión es muy importante hoy debido a la proliferación de los intercambios y a la interdependencia. Los estados, las empresas multinacionales y los ciudadanos necesitan marcos regulatorios claros que faciliten sus actividades transnacionales, cada vez más frecuentes. Estas actividades abarcan desde las relaciones políticas entre estados, al comercio internacional, el turismo, los viajes de estudio o los negocios. El Derecho Global ha visto aumentar sus campos de regulación hacia sectores novedosos, como el medio ambiente, el tráfico aéreo o internet. Aparte de esta función regulatoria básica, aquí vamos a destacar tres objetivos esenciales del Derecho Global que tienen un alcance histórico.

			A) La Carta de Naciones Unidas declaró en su preámbulo el fin más importante que tiene hoy el Derecho Global: garantizar la paz internacional. La Carta comienza diciendo: «Nosotros, los pueblos de Naciones Unidas, resueltos a preservar a las generaciones venideras del flagelo de la guerra que dos veces durante nuestra vida ha infligido a la humanidad sufrimientos indecibles». El Derecho Internacional cumplió con muchas dificultades ese fin a lo largo de la guerra fría, ya que una tercera guerra mundial, todavía más cruenta que las anteriores, estuvo a punto de desencadenarse en alguna ocasión. En el momento presente, existe una situación mucho menos tensa y el Derecho Global tiene más medios para cumplir ese fin. Como hemos visto, desde 1990, se ha avanzado en la paz mundial. No obstante, las guerras internacionales y civiles, el terrorismo y el crimen organizado siguen siendo lacras que debemos controlar.

			Tras la guerra fría, se argumentó que el enfrentamiento estratégico e ideológico de los bloques comunista y capitalista se había transformado en una disputa de naturaleza cultural y religiosa, que daría lugar a violencia más dispersa. Fue la teoría del choque de civilizaciones, expuesta por Samuel Huntington en 1993. Según esta idea, la globalización y la democracia son contestadas en grandes espacios del planeta donde priman las raíces históricas. Esto hace que las luchas más probables en el futuro sean las que confrontan a grandes civilizaciones, como la occidental y la islámica, pero también se dibujan importantes líneas de fractura en Asia. Además de este riesgo, otras manifestaciones de la violencia internacional, como el terrorismo, la proliferación de armas de destrucción masiva, los enfrentamientos civiles, la piratería, el funcionamiento abusivo de los poderes públicos en ciertos países, la violencia política, y la que acompaña al crimen organizado están presentes también en la realidad geopolítica internacional. El Derecho Global evoluciona para limitar esa violencia injusta, tanto dentro de los estados como en el plano internacional, y el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas es su principal instrumento. Pero dicha pugna para conseguir la paz es todavía una tarea pendiente, en la que el derecho debe seguir mejorando sus mecanismos.

			B) El Derecho Global también cumple hoy una función de progreso, para hacer avanzar principios de humanidad en todo el mundo. Desde una perspectiva europea u Occidental se han verificado numerosos avances en los últimos siglos, que permiten una vida más digna. Sin embargo, existen muchos otros países en los que subsisten problemas estructurales que para nosotros están superados, como violaciones graves de derechos humanos o miseria generalizada, a pesar del fuerte impacto de la globalización. Las desigualdades que subsisten en la sociedad global han sido descritas por la teoría de los tres espacios, pre-moderno, moderno y post-moderno, que elaboró el diplomático británico Robert Cooper en 1997. Existe un mundo post-moderno en el que el desarrollo económico y los principios democráticos crean un ambiente propicio para unas relaciones internacionales de nuevo cuño. Las fronteras pierden importancia, se excluye la guerra y los gobiernos están dispuestos a ceder parcelas de competencias con tal de alcanzar objetivos comunes. Si bien Australia, Canadá, Japón, y Estados Unidos bajo la administración del Presidente Obama, pueden ser calificados de países post-modernos, la Unión Europea es el actor que mejor representa este cambio histórico.

			En el área moderna del mundo, de hecho la más amplia del planeta (incluyendo Oriente Medio y grandes sectores de América Latina y Asia), los estados luchan unos con otros por el poder y la influencia, y el control de las fuerzas armadas y de las fronteras es crucial. Algunos estados modernos persiguen rearmarse y, en el caso extremo, no renuncian a la guerra para obtener sus objetivos. Las relaciones con los vecinos son, pues, conflictivas. Las credenciales democráticas de los gobiernos no son siempre del más alto nivel, pero las administraciones estatales controlan el territorio y aseguran orden en sus relaciones internacionales. Por último, en las partes pre-modernas del mundo, el caos ha sustituido al orden (sea el de antiguos imperios, el del colonialismo o el de la guerra fría) ya que ni los gobiernos locales, ni los estados avanzados, ni las instituciones internacionales pueden ocuparse de los diferentes problemas. La mayor parte del África sub-sahariana y sectores de Asia viven esta situación, en la que muchas veces los propios gobiernos no cumplen las funciones mínimas. En muchos de esos lugares, la pobreza es la norma, no hay acceso a bienes elementales, como el agua potable o la electricidad, las epidemias hacen estragos, y la corrupción penetra profundamente la administración y los negocios.

			El Derecho Global tiene, por tanto, una amplia tarea que realizar en estos dos mundos. En el moderno debe garantizar la paz entre estados y el respeto de los derechos humanos. En el pre-moderno debe contribuir a desarrollar económica, social y políticamente esos espacios olvidados de la globalización. Las normas del Derecho Global deben estar preparadas para acelerar la historia en esos países, para lo que hace falta el esfuerzo concertado de actores locales y externos. En particular, el respeto de los derechos humanos es una necesidad clave. Los motivos son de muchos tipos: el imperativo ético de la igualdad y la dignidad, la mejora de la calidad de vida de los propios ciudadanos, muchas veces explotados por sus propios líderes, y la inestabilidad que generan esas situaciones hacia el exterior, con repercusiones incluso en estados lejanos, como terrorismo, piratería e inmigración ilegal.

			C) Finalmente, el Derecho Global realiza también fines globales. El surgimiento de una comunidad global en los últimos decenios y la aparición de valores compartidos en todo el mundo permiten hablar de amenazas y objetivos globales, y el Derecho Global juega un papel esencial para atajar los primeros y conseguir los segundos. Este es un cambio fundamental de percepción. Hasta el siglo pasado, el punto de vista predominante era el estatal. El objetivo de los estados era hacer avanzar sus intereses nacionales, que a veces eran calificados de vitales. Esos intereses chocaban unos con otros en una competición de suma cero. Hoy la toma de conciencia generalizada sobre problemas globales ha llevado a comprender que existen intereses colectivos de toda la comunidad internacional. En esta nueva situación, la idea de que lo que uno gana lo pierde el otro ya no es válida. Existen problemas compartidos, como la lucha contra el cambio climático, en la que o todos ganan o todos pierden.

			En la etapa global, ha surgido la conciencia sobre amenazas comunes. Tras los ataques terroristas del 11 de septiembre de 2001 se identificaron el terrorismo y la proliferación de armas de destrucción masiva como las principales amenazas. Poco después, la Estrategia Europea de Seguridad de 2003 amplió la lista de amenazas para incluir asimismo los conflictos regionales, la descomposición de estados (o estados fallidos), y el crimen organizado. Pero esa expansión del concepto ha continuado hacia la noción de riesgo o desafío, más que amenaza. Actualmente, se han sumado nuevos desafíos globales a la lista, como la degradación del medio ambiente, el subdesarrollo, o también la inestabilidad financiera tras la crisis comenzada en 2008.

			Junto a las amenazas, se reconocen asimismo objetivos globales, que incitan a una actuación conjunta. Los objetivos comunes constituyen la cara positiva de la misma perspectiva global, mientras que amenazas y riesgos son la negativa. Tales objetivos no pueden ser conseguidos por los estados individuales sino que precisan la participación de todos. Entre esos objetivos globales se cuentan el mantenimiento de la paz, la defensa de los derechos humanos, el libre comercio, la cooperación para el desarrollo, o la protección del medio ambiente planetario.

			En la Estrategia Europea de Seguridad, los países miembros de la Unión Europea afirmaron:

			En un mundo de amenazas, mercados y medios de comunicación globales, nuestra seguridad y nuestra prosperidad dependen cada vez más de la existencia de un sistema multilateral eficaz. Nuestro objetivo es el desarrollo de una sociedad internacional más fuerte, con instituciones internacionales que funcionen adecuadamente, y de un orden internacional basado en el Derecho.

			Para realizar los fines globales que tiene hoy la comunidad internacional es necesario el desarrollo del Derecho Global, y es preciso al mismo tiempo conformar un nuevo sistema de gobernanza global, como método concertado de gestión de amenazas y objetivos globales. Desde un conjunto de estados simplemente yuxtapuestos, como era el mundo a mitad del siglo pasado, hasta el importante entramado de cooperación que existe en la actualidad, con numerosas organizaciones internacionales y otros actores, se ha producido un gran avance. Ahora el reto es continuar la evolución de ese entramado hacia un sistema más eficiente de gobernanza global, en el que los principios constitucionales acordados por los diversos estados puedan realizarse.

		

	
		
			I

			PRINCIPIOS

			En esta primera parte se estudian los principios fundamentales aceptados por la comunidad internacional en su conjunto. Estos principios son el cimiento de la constitución global. Los principios representan las aspiraciones de la humanidad en el momento presente y son la expresión máxima de los grandes acuerdos políticos y jurídicos entre los estados. Su fin es ordenar la acción de estados y demás sujetos internacionales de acuerdo con los deseos del conjunto de la comunidad internacional. Los principios son enunciados normativos expresados en términos muy amplios, y a menudo referidos con un nombre como «soberanía», «derechos humanos», «prohibición de la fuerza armada». Tienen un carácter dinámico o histórico porque su contenido cambia con el tiempo: los principios reflejan el estado de progreso de la sociedad internacional. Así, los principios globales del nuestro siglo representan un avance con respecto a los del siglo XX o de épocas anteriores.

			Los principios del momento presente forman la «parte programática» de la constitución global. En esta constitución no escrita todos ellos se complementan unos a otros. Los principios tienen, en efecto, contenidos relacionados entre sí, de manera que la evolución de unos influencia a otros: por ejemplo, la expansión del principio de respeto de los derechos humanos impacta sobre el principio de soberanía y reduce su alcance absoluto. Los principios tienen una doble naturaleza política y jurídica, ya que reflejan los grandes acuerdos políticos de la humanidad en un momento dado, y al mismo tiempo inspiran la creación y aplicación del Derecho Internacional.

			La definición del contenido de los principios es polémica; las corrientes mayoritarias de la comunidad global van imponiendo sus preferencias a través de un intercambio permanente, en el que se producen reacciones y críticas ante los incumplimientos. Todos los actores internacionales participan en ese intercambio global sobre los principios, pero su formulación específica se produce solo a través de las expresiones de voluntad de los estados. Los diversos medios de manifestación del consentimiento del estado (conocidos como fuentes del Derecho Internacional) intervienen de manera conjunta en la aparición de los principios globales. Las fuentes operan de modo confluyente, reforzando el contenido de los principios. Así, el principio que prohíbe el uso de la fuerza armada en las relaciones internacionales se contiene en el artículo 2.4 de la Carta de Naciones Unidas y, además, es una costumbre obligatoria, una norma consuetudinaria imperativa de Derecho Internacional, que se impone a los estados desde la segunda guerra mundial, incluso con independencia de la misma Carta, como declaró la Corte Internacional de Justicia de La Haya. Ahora bien, al ser grandes normas generales de naturaleza política y jurídica a un tiempo, al tener un carácter histórico y dinámico, y al no contar siempre con una formulación escrita, los principios se forman a través de un proceso más amplio y flexible, que no se agota en los métodos de creación de normas jurídicas concretas a través de las fuentes.

			Antes de la formulación explícita por los estados, el proceso de creación de los principios incluye una primera fase ascendente en la que los más variados sujetos (incluyendo individuos, organizaciones internacionales, empresas multinacionales, ONG, medios de comunicación, etc.) manifiestan sus puntos de vista sobre las aspiraciones de la comunidad internacional. Durante este tiempo, tales sujetos reclaman a los gobiernos la consagración de algún nuevo principio o la actualización de principios existentes. Por ejemplo, ciertas ONG hacen campaña para la protección del medio ambiente o para del desarme, mientras algunas organizaciones internacionales piden mayor regulación de las finanzas o aumentar la cooperación al desarrollo, al tiempo que algunos grupos de intereses ponen en cuestión el cambio climático y otros trabajan para permitir una pesca más libre en el mar. Estas reclamaciones van influyendo en los gobiernos en un proceso donde hay que componer las posiciones de diversos países, de organizaciones internacionales y las actitudes de los ciudadanos y de otros actores.

			Manejando esas demandas cambiantes cada gobierno elabora posiciones propias y, por medio de la negociación con otros gobiernos, se producen finalmente tratados, documentos políticos, resoluciones y declaraciones, que revelan el contenido de los principios. En ocasiones, el consentimiento de los estados en sentido jurídico está sin duda presente cuando los principios aparecen en tratados universales, como la Carta de Naciones Unidas, o en tratados regionales, como los de la Unión Europea. En estos casos, es obvio que los estados aceptan la obligatoriedad de esas grandes normas incluso aunque tengan un enunciado muy amplio. En otros, los medios de determinación del Derecho Internacional, como las declaraciones políticas multilaterales de los estados, ayudan también a identificar el contenido de los principios. Los gobiernos atribuyen mucha importancia al lenguaje que utilizan en esas declaraciones y negocian con cuidado las expresiones que aparecen, aunque no sean jurídicamente vinculantes. Igualmente, las recomendaciones de las organizaciones internacionales, aunque no tengan fuerza jurídica internacional, sirven para conocer la evolución del contenido de estos principios.

			A partir de esas formulaciones amplias, los principios son desarrollados por el Derecho Global. Las normas jurídicas internacionales dentro de ese derecho son más concretas y tienen métodos más estrictos de creación y aplicación. El consentimiento de los estados hacia esas normas se manifiesta por las fuentes, aunque ese consentimiento debe respetar el contenido de los principios. Entre las normas jurídicas internacionales se encuentran las que encarnan el núcleo esencial del contenido de esos principios, que son normas vinculantes de Derecho Internacional llamadas imperativas, perentorias o ius cogens.

			Una vez formulados, los principios constitucionales de la sociedad global se aplican en un proceso que es también polémico y descentralizado, en un movimiento que puede imaginarse como fase descendente. La mayoría de la comunidad internacional entiende que los principios son normas de conducta con una obligatoriedad constitucional. Esto significa que los estados y demás sujetos internacionales deben cumplir los enunciados generales contenidas en los principios, aunque estos no contengan más que unas directrices de acción, y deben cumplir también las formas más concretas y específicas de los principios, como los desarrollos en normas jurídicas internacionales. En ese proceso de aplicación, a veces los gobiernos pueden ser incoherentes con sus propias manifestaciones y actuar contra los principios. Estos incumplimientos provocan la reacción de otros estados, de organizaciones internacionales, y son rechazados también por los propios ciudadanos en los países democráticos. En el debate generado durante la ejecución de un principio, puede comprobarse que el contenido vigente no es satisfactorio, y entonces surgirán demandas de reformulación del mismo principio. Estas demandas elevadas a los gobiernos pueden dar lugar a una nueva expresión del principio. Los principios van, así, transformando su contenido en un proceso histórico permanente.

		

	
		
			TEMA 2

			LOS PRINCIPIOS DE SOBERANÍA, NO INTERVENCIÓN Y LIBRE DETERMINACIÓN

			SUMARIO: 1. LA LISTA ACTUAL DE PRINCIPIOS FUNDAMENTALES. 2. LOS PRINCIPIOS DE SOBERANÍA, IGUALDAD SOBERANA Y NO INTERVENCIÓN. 3. EL PRINCIPIO DE LA LIBRE DETERMINACIÓN DE LOS PUEBLOS COLONIALES.

			1. LA LISTA ACTUAL DE PRINCIPIOS FUNDAMENTALES

			La definición del conjunto de los principios constitucionales del Derecho Global contemporáneo ha sido un apasionante proceso en el que han participado prácticamente todos los países del mundo y más recientemente también otros sujetos. Antes de la primera guerra mundial regían principios clásicos, como la soberanía estatal, la no intervención y la legítima defensa de los estados, aunque no estuvieran formulados en un solo texto. Al terminar esa guerra, el Pacto de la Sociedad de Naciones de 1919 prestó mucha atención a la solución pacífica de las controversias, el desarme y la moratoria de guerra, pero tampoco elaboró una declaración de los principios internacionales del momento. La verdadera identificación de unas normas fundamentales para la comunidad internacional comenzó tras la segunda guerra mundial.

			La Carta de Naciones Unidas supuso una novedad absoluta en la historia porque introdujo en sus artículos 1 y 2 una relación de principios que debían inspirar las relaciones internacionales. Antes, en el curso de la guerra, el presidente norteamericano Franklin D. Roosevelt y el primer ministro británico Winston Churchill enunciaron la Carta del Atlántico el 14 de agosto de 1941. En este documento solemne, ambos países rechazaban la expansión territorial y el uso de la fuerza, reafirmaban el ideal democrático según el cual todos los pueblos tienen derecho a elegir su propia forma de gobierno, y confiaban en la cooperación económica para mejorar la condición de todos. Veinticuatro países más, entre ellos la Unión Soviética, se adhirieron a los principios de la Carta del Atlántico en la declaración de alianza conocida como de las Naciones Unidas, hecha en Washington el 1 de enero de 1942. Cuando la guerra tocaba a su fin, la Carta de Naciones Unidas firmada en San Francisco el 26 de junio de 1945 aceptó el principio fundamental de la Carta del Atlántico, la prohibición del uso de la fuerza armada en conexión con la solución pacífica de las controversias, junto con otros como la soberanía, la cooperación entre los estados y el respeto del Derecho Internacional. Sin embargo, el principio democrático, los derechos humanos, y la libre determinación de los pueblos coloniales quedaron como vagos propósitos por la oposición a los dos primeros de la Unión Soviética, y de las potencias europeas con colonias al tercero.

			Poco después, los derechos humanos hacían su aparición en la escena internacional como nuevo principio a través de la Declaración Universal de 1948 (aunque entonces no fuera aceptada por algunos estados). En esos mismos años, el enfrentamiento entre los bloques comunista y capitalista iba a hacer imposible el desarrollo de muchos principios, sobre todo la prohibición de la fuerza armada. Durante la guerra fría, los principios de Naciones Unidas fueron una inspiración mínima de las relaciones entre estados, ya que estas eran tensas y se produjeron violaciones de esas grandes normas. Aunque el principio de libre determinación de los pueblos coloniales no estuvo suficientemente desarrollado en la Carta, el proceso histórico de descolonización fue imparable. La fuerza emergente del tercer mundo, en la Declaración de la Conferencia afro-asiática de Bandung de 24 de abril de 1955, iniciadora del Movimiento de Países No Alineados, reclamó una mayor atención para los derechos humanos, la abolición del colonialismo, la no intervención de las grandes potencias, y la cooperación para el desarrollo. Esas líneas van a confirmarse como principios fundamentales en las décadas siguientes.

			La libre determinación de los pueblos coloniales alcanzó estatus de principio fundamental a partir de la resolución 1514 (XV) de la Asamblea General de Naciones Unidas de 1960. El derecho permanente de los pueblos a los recursos naturales que se encuentran en su territorio fue afirmado por otra declaración de la Asamblea General en 1962. La consolidación y el desarrollo más sustancial de los principios y propósitos de la Carta de Naciones Unidas ocurrió en la importante Declaración sobre los principios de las relaciones amistosas y de cooperación entre los estados, o simplemente Declaración sobre los Principios, adoptada por la Asamblea General de Naciones Unidas en su resolución 2625 (XXV) de 24 de octubre de 1970. Nuevos principios se van introduciendo en los años posteriores. La cooperación para el desarrollo, que había sido reclamada por el tercer mundo, encuentra su formulación final en la resolución de la AGNU 41/128 de 1986. Aunque los derechos humanos fueron afirmados en la Declaración Universal de 1948, el principio de protección de los derechos humanos tuvo que esperar a evoluciones de los años 1980 para encontrar un lugar propio entre los principios fundamentales consolidados.

			Mientras tanto, las formulaciones de principios en algunas regiones tuvieron un valor geográfico limitado, pero adquirieron un valor simbólico muy grande. El decálogo de principios del Acta Final de Helsinki (AFH) de 1975 es una concreción de esas grandes normas al área europea que supuso un acuerdo de base para la distensión entre los dos bloques, y que marca el camino del fin de la guerra fría. El AFH prestó gran atención a la inviolabilidad de las fronteras como corolario del uso de la fuerza y, además, introdujo el respeto de los derechos humanos y las libertades fundamentales, incluida la libertad de pensamiento y de religión, lo que iba a suponer un compromiso difícil de respetar por parte de los regímenes comunistas.

			Justo al terminar la guerra fría y al iniciarse la etapa global, en 1990, el consenso entre los miembros permanentes del Consejo de Seguridad para responder a la agresión de Saddam Hussein dio lugar a una rica actuación institucional por parte de Naciones Unidas, confirmando un nuevo principio que puede llamarse del mantenimiento de la paz. Al mismo tiempo, otros principios nuevos, como el respeto del medio ambiente, la democracia y el libre comercio, van a ocupar lentamente la escena a partir de la década de 1990. Numerosos hitos han confirmado en los últimos años la visión más amplia de la lista de principios que rigen las relaciones globales. Prueba de ello son la Declaración de Naciones Unidas con ocasión del cincuenta aniversario de la organización en 1995, la Declaración de la Conferencia Euro-Mediterránea de Barcelona en ese mismo año, los grandes tratados que han continuado la integración regional en África, América Latina y Europa, las sucesivas conferencias multilaterales sobre el medio ambiente, los derechos humanos, el desarrollo, y la Declaración del Milenio de la ONU, hecha en septiembre de 2000, que consolida el nuevo enfoque global. La declaración producida con ocasión del sesenta aniversario de la ONU en septiembre de 2005 confirmó esta nueva concepción de los principios, al incluir la democracia, el libre comercio y el multilateralismo. Con un valor regional, pero de gran alcance simbólico, el artículo 21 del Tratado de la Unión Europea (en su redacción tras el Tratado de Lisboa de 2007) contiene una relación de los principios que rigen su acción exterior, que coincide con los principios globales.

			A la vista de este breve recuento histórico, la lista de los principios constitucionales de las relaciones globales en el momento presente puede resumirse a través de diversos grupos de principios con origen histórico en diversas etapas.

			1. Principios anteriores a la Segunda Guerra Mundial:

			— Soberanía, independencia e igualdad de los estados.

			— Derecho del estado a su legítima defensa.

			— No intervención en los asuntos internos de otros estados.

			— Cumplimiento de los tratados: pacta sunt servanda.

			2. Principios consagrados por la Carta de Naciones Unidas:

			— Prohibición del uso de la fuerza armada en las relaciones internacionales.

			— Solución pacífica de las controversias internacionales.

			— Igualdad soberana de los estados.

			— Cumplimiento de la Carta y del Derecho Internacional.

			— Cooperación internacional en cuestiones económicas, sociales, humanitarias, etc.

			3. Principios aparecidos durante la etapa 1945-1990:

			— Derecho humanitario de los conflictos armados.

			— Respeto de los derechos humanos y libertades fundamentales.

			— Libre determinación de los pueblos coloniales.

			— Soberanía estatal sobre los recursos naturales.

			— Cooperación para el desarrollo.

			4. Principios introducidos en la etapa global desde 1990:

			— Mantenimiento de la paz.

			— Libre comercio.

			— Protección del medio ambiente.

			— Regulación de la economía internacional.

			— Democracia.

			— Multilateralismo como mejor forma de tratar las cuestiones globales.

			Adaptando sus respectivos contenidos entre ellos a lo largo de la historia reciente, estos principios rigen en la actualidad y componen la lista de principios constitucionales globales. Estos principios inspiran el contenido de las normas jurídicas internacionales y les confieren coherencia y finalidad. En los puntos siguientes y en temas sucesivos vamos a estudiar los principios más importantes.

			2. LOS PRINCIPIOS DE SOBERANÍA, IGUALDAD SOBERANA Y NO INTERVENCIÓN

			La soberanía estatal es un principio clásico del Derecho Internacional, que se interpretó de manera absoluta durante mucho tiempo. Este principio se completaba con el principio de no intervención en los asuntos internos que, de manera paralela, tenía un contenido muy amplio y no permitía la intromisión en los asuntos de los estados soberanos. El avance del Derecho Global ha hecho que la soberanía deba interpretarse de manera cada vez más limitada, y que muchas normas jurídicas internacionales sean claramente intrusivas en ámbitos internos.

			Durante el siglo XIX, los principios de soberanía y de no intervención en los asuntos internos fue reclamado por los países de América Latina frente a las potencias europeas. Los estados americanos acababan de ganar su independencia y, por consiguiente, eran débiles. Los europeos aprovecharon esa situación para seguir políticas abusivas, como la «diplomacia de las cañoneras», o el bloqueo de puertos para cobrar deudas. En 1823, el presidente de Estados Unidos Monroe pronunció una famosa declaración en la que alertaba a los europeos de que Estados Unidos no toleraría más intervenciones en el continente americano. Pero la intromisión europea fue pronto sustituida por la intrusión norteamericana, lo que hizo a los países de América Latina renovar su rechazo a cualquier tipo de intervención extranjera. Esto se refleja en los documentos regionales latinoamericanos y también en la influencia que esos países ejercen en la elaboración de textos globales, como la Carta de Naciones Unidas de 1945. La Carta proclamó el principio de manera amplia.

			Artículo 2. 7. Ninguna disposición de esta Carta autorizará a las Naciones Unidas a intervenir en los asuntos que son esencialmente de la jurisdicción interna de los Estados, ni obligará a los Miembros a someter dichos asuntos a procedimientos de arreglo conforme a la presente Carta; pero este principio no se opone a la aplicación de las medidas coercitivas prescritas en el Capítulo VII.

			La sensibilidad de los nuevos estados surgidos de la descolonización en los años 1950 y 1960 vino a sumarse a los recelos latinoamericanos para dar lugar a una consagración muy extensa del principio en resoluciones de la Asamblea General durante esas décadas: por ejemplo, resolución 2131 (XX) de 1965. En aquel momento, el principio respondía a la necesidad de una mayoría de miembros de la ONU de protegerse (aunque fuera por medio de normas constitucionales generales) frente a los deseos de intervención de las superpotencias en el contexto de la guerra fría. El principio había encontrado, pues, una formulación escrita con un contenido muy dilatado.

			Sin embargo, el mismo principio siguió evolucionando. La defensa de los derechos humanos que son violados dentro de los estados por los propios gobiernos dio lugar a importantes campañas internacionales, como la lucha contra el apartheid o discriminación racial en Sudáfrica en los años 1970. Se produjo entonces un gran debate en el que los principios de no intervención, soberanía y respeto de los derechos humanos chocaron entre ellos para producir una nueva versión del primero. En la década de 1980, se sintió que la formulación vigente entonces era demasiado amplia, ya que no permitía la ayuda humanitaria a poblaciones en peligro si los gobiernos concernidos impedían la acción internacional. Algunas ONG, como Médicos Sin Fronteras, comenzaron a reclamar una reformulación del principio para evitar políticas ilógicas de algunos gobiernos que rechazaban la ayuda humanitaria para su población.

			En los años 1990 el Consejo de Seguridad llevó a cabo una acción decidida para el mantenimiento de la paz por medio de intervenciones colectivas en crisis humanitarias. Algunos gobiernos todavía se parapetaron detrás de una antigua idea de soberanía y no intervención para rechazar la injerencia de la sociedad internacional. Pero la necesidad de mantener la paz, de reconstruir estados tras los conflictos, de proteger a la población civil, o de proteger los derechos humanos frente a los abusos, la indiferencia o la impotencia de los gobiernos locales pudo más que el viejo principio de no intervención. Así, Kofi Annan, el Secretario General de Naciones Unidas habló en 1999 de dos conceptos de soberanía, defendiendo que un concepto rígido debía dar paso a otro más flexible en el que la intervención colectiva de la comunidad internacional por causas justificadas debía ser admitida. La acción de Naciones Unidas en situaciones internas ha continuado hasta la actualidad, e incluso se ha formulado la idea de responsabilidad de proteger, para justificar actuaciones forzosas de la comunidad internacional en caso de necesidad. Todo ello demuestra la evolución, no finalizada, de los principios de soberanía y no intervención.

			Otro principio relacionado, la igualdad soberana entre estados, también ha sufrido una modificación en la etapa global. La igualdad entendida de manera absoluta significaría proyectar el axioma «un ciudadano, un voto» al plano internacional, para afirmar que la democracia global significa «un estado, un voto». Esta es una noción demasiado simplista que debe ser revisada. En el orden internacional, los estados no son iguales entre sí de la misma manera radical que las personas lo son, por lo que el principio de igualdad entre estados debe ser comprendido en sus justos términos. Precisamente, esta es una consecuencia de la democracia entre los individuos. La igualdad absoluta entre estados estaría en contra de la igualdad de los individuos. Si los estados tomaran decisiones siempre según el principio «un estado, un voto», el voto de un estado de un millón de habitantes valdría lo mismo que el de uno de cien millones, por lo que los ciudadanos de los estados menos poblados tendrían una mayor participación en esas decisiones que los de los más poblados.

			En la práctica internacional se han introducido una serie de medidas para reinterpretar la idea antigua de igualdad absoluta entre los estados. Encontrar en cada caso la fórmula adecuada para hacer participar cada país en el proceso de toma de decisiones de acuerdo a su peso relativo exige encontrar los métodos idóneos para «medir» el peso de los estados y atribuirles una capacidad de decisión y de acción en consecuencia. Existen varios sistemas. En Naciones Unidas, todos los estados tienen la misma representación en la Asamblea General, pero no así en el Consejo de Seguridad. En la Unión Europea, el voto de cada estado está ponderado en el Consejo y la representación en el Parlamento Europeo varía, en ambos casos de acuerdo con la población. En el Banco Mundial, el Fondo Monetario Internacional y otras instituciones financieras, el voto está ponderado de acuerdo a las contribuciones económicas de cada país. Todos estos sistemas, que siguen desarrollándose, demuestran que no puede interpretarse el principio de la igualdad soberana de manera absoluta.

			3. EL PRINCIPIO DE LA LIBRE DETERMINACIÓN DE LOS PUEBLOS COLONIALES

			El contenido y la evolución histórica del principio de la libre determinación de los pueblos coloniales deben también estudiarse brevemente. Este principio tuvo su apogeo en la segunda mitad del siglo pasado, pero hoy ya ha cumplido en gran medida su cometido. Durante la primera guerra mundial el presidente de Estados Unidos Woodrow Wilson enunció catorce puntos que debían inspirar la paz, entre los que se encontraba la idea de que los pueblos debían definir su futuro político a través de la auto-determinación, y rechazaba la dominación extranjera. Tras la primera guerra mundial, la idea se aplicó dentro de antiguos imperios en Europa; sin embargo, el Pacto de la Sociedad de Naciones no se refirió a la libre determinación de los pueblos coloniales, sino que utilizó una visión del mundo más bien paternalista. Las colonias que pertenecían a las potencias vencidas pasaban bajo tutela de los países vencedores, según el Pacto.

			Artículo 22. 1. Los principios siguientes se aplican a las colonias y territorios que, a raíz de la guerra, han cesado de hallarse bajo la soberanía de los Estados que los gobernaban anteriormente y que son habitados por pueblos aún incapaces de regirse por sí mismos en las condiciones particularmente difíciles del mundo moderno. El bienestar y desarrollo de esos pueblos constituye una misión sagrada de civilización, y conviene incluir en el presente pacto garantías para el cumplimiento de esta misión.

			2. El mejor método para realizar prácticamente este principio consiste en confiar la tutela de esos pueblos a las naciones adelantadas que, gracias a sus recursos, su experiencia o su posición geográfica, están en mejores condiciones para asumir esta responsabilidad y que consienten en aceptarla. Ellas ejercerán esta tutela en calidad de mandatarios y en nombre de la sociedad.

			La Carta de Naciones Unidas tampoco incluyó el principio de la libre determinación de los pueblos coloniales (salvo la referencia entre los propósitos «fomentar entre las naciones relaciones de amistad basadas en el respeto al principio de la igualdad de derechos y al de la libre determinación de los pueblos»), sino que previó un régimen de administración fiduciaria para las colonias. La Carta establecía obligaciones para las potencias administradoras pero no reconocía la autodeterminación.

			Artículo 73. Los Miembros de las Naciones Unidas que tengan o asuman la responsabilidad de administrar territorios cuyos pueblos no hayan alcanzado todavía la plenitud del gobierno propio, reconocen el principio de que los intereses de los habitantes de esos territorios están por encima de todo, aceptan como un encargo sagrado la obligación de promover en todo lo posible, dentro del sistema de paz y de seguridad internacionales establecido por esta Carta, el bienestar de los habitantes de esos territorios [...]

			El principio de libre determinación de los pueblos coloniales surgió años después a través de la lucha por la descolonización de numerosos territorios, que se convirtieron en estados independientes y forzaron un reconocimiento formal del principio en el seno de Naciones Unidas. Aunque la Carta no había diseñado a la Organización para ese propósito, la ONU se convirtió en instrumento muy activo para ese fin gracias a la acción de los nuevos estados independientes que configuraron una mayoría. Así, se estableció un Comité de Descolonización y una lista de territorios pendientes de descolonizar. El proceso histórico de descolonización que tuvo lugar en las décadas de 1950, 1960 y 1970 multiplicó el número de estados y cambió el mapa del planeta. La nueva mayoría afroasiática surgida de la descolonización insistió en la consagración de este principio en la ONU, para introducir esta idea al máximo nivel entre los principios fundamentales. De esta manera se apoyaba a los pueblos coloniales que todavía continuaban su querella. Numerosas declaraciones de Naciones Unidas, a partir de la resolución de la Asamblea General 1514 (XV) de 1960, consagraron el principio y le dieron un rango constitucional equiparable a los que estaban formulados en la Carta.

			Al mismo tiempo, para perfilar el contenido del principio de libre determinación, la resolución 2625 (XXV) de 1970, que contiene la Declaración sobre los principios, con una expresión constitucional que actualiza la Carta, aclaró que se refiere a los pueblos coloniales y que no afecta a las situaciones dentro de los estados constituidos:

			Ninguna de las disposiciones de los párrafos precedentes se entenderá en el sentido de que autorice o fomente acción alguna encaminada a quebrantar o menoscabar, total o parcialmente, la integridad territorial de Estados soberanos e independientes que se conduzcan de conformidad con el principio de igualdad de derechos y de la libre determinación de los pueblos antes descrito y estén, por tanto, dotados de un gobierno que represente a la totalidad del pueblo perteneciente al territorio, sin distinción por motivos de raza, credo o color.

			La aplicación exitosa del principio de libre determinación de los pueblos coloniales supuso, paradójicamente, vaciarlo de contenido. La lista de territorios no autónomos que mantenía Naciones Unidas se redujo sin cesar en los decenios mencionados y, con las independencias de Angola y Mozambique de Portugal (1975), de Namibia con respecto a Sudáfrica (1990), y Timor Leste de Indonesia (2002), ya solo quedaron el Sáhara Occidental y algunas islas por descolonizar a finales del siglo XX.

			En consecuencia, puede afirmarse que el principio de libre determinación de los pueblos coloniales sigue existiendo en la constitución global, pero tiene una escasa aplicación real una vez terminado el proceso de descolonización. Con perspectiva histórica, el principio, que no estaba recogido en la Carta, apareció con fuerza en la década de 1960 y completó su cometido en unos decenios, lo que supuso un éxito para el Derecho Internacional del momento, y prueba una vez más el carácter dinámico de estas grandes normas.

		

	
		
			TEMA 3

			PROHIBICIÓN DE LA FUERZA ARMADA

			SUMARIO: 1. PROHIBICIÓN ABSOLUTA. 2. ACCIONES COERCITIVAS DEL CONSEJO DE SEGURIDAD Y LEGÍTIMA DEFENSA (IUS AD BELLUM). 3. DERECHO INTERNACIONAL HUMANITARIO (IUS IN BELLO). 4. DESARME Y NO PROLIFERACIÓN (IUS AD ARMAS).

			1. PROHIBICIÓN ABSOLUTA

			La regla constitucional que prohíbe la fuerza armada y establece límites a la violencia en las relaciones internacionales es el principio más importante del orden global. Este principio apareció con la Carta de Naciones Unidas, que prohibió solemnemente el uso de la fuerza armada entre estados, y se ha confirmado y desarrollado posteriormente, sobre todo a partir de 1990 con el fin de la guerra fría.

			El aspecto central del principio que excluye el uso de la fuerza está contenido en el artículo 2.4 de la Carta:

			Artículo 2. 4. Los Miembros de la Organización, en sus relaciones internacionales, se abstendrán de recurrir a la amenaza o al uso de la fuerza contra la integridad territorial o la independencia política de cualquier Estado, o en cualquier otra forma incompatible con los Propósitos de las Naciones Unidas.

			En la Carta, este principio se formuló junto con el de solución pacífica de las controversias internacionales, que se introdujo en el párrafo 3 del mismo artículo.

			Artículo 2. 3. Los Miembros de la Organización arreglarán sus controversias internacionales por medios pacíficos de tal manera que no se pongan en peligro ni la paz y la seguridad internacionales ni la justicia.

			El contenido de estos dos principios es diferente. El principio que prohíbe el uso de la fuerza armada en las relaciones internacionales es más categórico, ya que excluye de manera tajante la guerra y otras formas de violencia entre los estados (y hoy también entre otros sujetos internacionales). El segundo solo exige que las controversias entre estados sean resueltas por medios pacíficos, pero no impone la resolución efectiva de esas controversias, que pueden seguir perviviendo en el tiempo y, de hecho, permanecen siglos sin resolverse, como el caso de Gibraltar, por ejemplo.

			El artículo 2.3 se desarrolla en el capítulo VI de la Carta, donde se mencionan los medios para el arreglo de controversias que pueden emplear los estados: la investigación de los hechos, la conciliación, las negociaciones diplomáticas, la mediación, o los tribunales internacionales. Los estados son libres para elegir los medios de resolución que estimen oportunos. En cambio, el artículo 2.4 encuentra su desarrollo en el capítulo VII de la Carta, que incluye medidas obligatorias. En casos de quebrantamiento de la paz, se prevé la acción colectiva decidida por el Consejo de Seguridad, o también la legítima defensa de los estados.

			Este es el contenido básico del principio que prohíbe el uso de la fuerza armada en las relaciones internacionales. La combinación entre artículo 2.4 y capítulo VII de la Carta contiene el núcleo central del ius ad bellum: una prohibición absoluta de recurrir a la amenaza o al uso de la fuerza armada en las relaciones internacionales, junto con dos excepciones a esa prohibición explícitamente reconocidas: 1) la autorización del Consejo de Seguridad para realizar una acción coercitiva, y 2) la legítima defensa de los estados.

			Durante siglos, los estados reclamaron un derecho de recurrir a la guerra como parte de sus competencias soberanas. En esa época, el único punto de referencia para decidir el uso de la fuerza armada era moral. La doctrina de la guerra justa exigía a los estados comprobar, antes de embarcarse en una guerra, si se cumplían ciertas condiciones, como el agotamiento previo de negociaciones, la justicia de la causa o las posibilidades de victoria. Una vez comprobadas esas condiciones preliminares —cosa que hacían cada uno individualmente— podía lanzarse la acción armada con la conciencia tranquila.

			Tras la primera guerra mundial (1914-1918), el Pacto de la Sociedad de Naciones de 1919 quiso introducir una serie de limitaciones al recurso a la guerra. En el supuesto de que una controversia fuese susceptible de conducir a hostilidades, los miembros del Pacto debían buscar un arbitraje u opinión externa y, en cualquier caso, debían respetar una moratoria de tres meses, dar un ultimatum y luego pronunciar una declaración formal de guerra para comenzarla. Estas normas bienintencionadas, que no constituían una prohibición legal, encontraron numerosos problemas en su aplicación. La Sociedad de Naciones era una institución débil, que poco o nada pudo hacer ante a la invasión japonesa de Manchuria en 1931, la invasión de Abisinia por parte de Mussolini en 1935, o las acciones militares de Hitler que provocaron la segunda guerra mundial.

			Tras esta guerra, en cambio, el enorme grado de muerte y destrucción sufrido condujo a una prohibición tajante de naturaleza jurídica internacional de la guerra en la Carta de Naciones Unidas de 1945. Desde entonces, el principio de Derecho Internacional estipula que la fuerza armada no puede usarse en las relaciones internacionales, salvo esas dos excepciones reconocidas. Hay que entender el alcance absoluto de esta prohibición de la Carta. Al ser un documento hecho por los vencedores de la segunda guerra mundial para establecer un nuevo orden controlado por ellos, la misma Carta declara que no pueden existir pactos contrarios a sus disposiciones (artículo 103). Además, las medidas que decide el Consejo de Seguridad según el capítulo VII, incluso aquellas que imponen un uso de la fuerza armada, son obligatorias para miembros y no miembros de Naciones Unidas (artículos 2.5, 2.6 y 25). Igualmente, las medidas impuestas a las potencias vencidas fueron legitimadas por el artículo 107 de la misma Carta. En consecuencia, la prohibición del artículo 2.4 de la Carta era, sobre el papel, vinculante, de naturaleza jurídica y exhaustiva por su alcance global.

			Sin embargo, esta prohibición tan clara no fue respetada durante la guerra fría, y el Consejo de Seguridad no pudo ejercer en esa época la función que tenía asignada de garante de la paz. La confrontación entre los dos bloques impidió un correcto funcionamiento del Derecho Internacional. Numerosos conflictos eran alentados por las dos superpotencias, y otras guerras locales se prolongaban ante la pasividad de las instituciones internacionales. A pesar de su carácter jurídico, la interdicción de la Carta era ignorada, como se comprobó en distintas guerras de Oriente Medio, Sudeste asiático (Vietnam), América Central o África. Incluso, el enfrentamiento entre bloques estuvo a punto de provocar una conflagración mayor, como durante la crisis de los misiles soviéticos en Cuba en 1962, lo que hubiese supuesto el fracaso de la Carta, del mismo modo que se había arruinado antes el Pacto de la Sociedad de Naciones, así como una nueva guerra mundial de proporciones catastróficas.

			El fin de la guerra fría supuso un cambio espectacular por lo que respecta al principio que prohíbe el uso de la fuerza armada. La prohibición comenzó a respetarse en mayor medida, y el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas empezó a actuar de manera eficaz. Un nuevo consenso entre las grandes potencias, que abandonaron el veto como práctica habitual en el Consejo, y la invasión de Kuwait por parte de Saddam Hussein ofrecieron la ocasión idónea para que todo el sistema de la Carta se pusiera en funcionamiento. También la persecución de los crímenes de guerra adquirió nuevos medios, y los arsenales nucleares y convencionales comenzaron a reducirse. En esta nueva etapa global desde 1990 se han reforzado los tres sectores del principio que prohíbe el uso de la fuerza armada en las relaciones internacionales: el ius ad bellum, o el derecho a recurrir a medidas de fuerza que tienen el Consejo de Seguridad y los estados para defenderse, el ius in bello, o la regulación de la conducta durante las hostilidades, y también el ius ad armas, o la regulación de los medios de destrucción que pueden poseer y utilizar los estados y otros actores internacionales.
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